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REF.: EXPEDIENTE NO. 110010324000200500301 00
AUTORIDADES NACIONALES 
ACTORA: TATIANA ANDREA QUINTERO VARGAS  
Se decide en única instancia la demanda de nulidad formulada contra apartes de la Circular No. 18 de 7 de julio de 2005, expedida por La Superintendencia Nacional de Salud, sobre instrucciones en materia de red de prestadores de servicios de salud y requerimientos de reporte de información.
1. ANTECEDENTES

1.1. La demanda. 
a) Pretensiones: En ejercicio de la acción de nulidad, la demandante pidió se declaren nulos los siguientes apartes de la Circular de la referencia: 

CIRCULAR EXTERNA 000018 DE 2005

(Julio 7)
(…) 2.1 Para efectos de organizar la prestación de servicios de salud, las entidades administradoras, deben verificar el cumplimiento por parte de las IPS de las condiciones de habilitación y la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud del Ministerio de la Protección Social y las Entidades Departamentales y Distritales de Salud de conformidad con lo establecido en los artículos 13, 16 y 30 del Decreto 2309 de 2002 y el artículo 8° de la Resolución 486 del 2003.

(…) 2.19 La selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

▪ Verificar el cumplimiento de la habilitación de los servicios de salud que se vayan a contratar con las instituciones, mediante la declaración de habilitación de los servicios presentada ante la Dirección Territorial de Salud correspondiente.

▪ Verificar que la institución prestadora de servicios de salud, tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la presentación de la copia del acta de posesión del revisor fiscal expedida por la Secretaría General de la Superintendencia Nacional de Salud.

▪ Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto del desarrollo de las funciones de supervisión, mediante la presentación de la copia de la Resolución de liquidación de la tasa y del último recibo de consignación.

▪ Verificar que dentro del objeto social de las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentre la Prestación de Servicios de Salud, y en el caso de las Empresas Sociales del Estado, este debe ser único, aspecto que se comprobará mediante la solicitud del registro ante Cámara y Comercio.

▪ Verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la Superintendencia Nacional de Salud en la Circular Externa 11 del 2004 las IPS de naturaleza privada y la Circular 12 de 2004 las IPS de naturaleza pública; a través del registro de envío publicado en la pagina Web de esta Superintendencia.

(…) Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, garanticen el acceso a la atención en salud para lo cual la consulta médica general no debe ser menor de veinte (20) minutos, así mismo, la atención en salud no puede ser condicionada al pago de los servicios, conforme la normatividad vigente. (…) 
b) Normas violadas 

El demandante citó como violados los artículos 48, 49, 189 y 211 constitucionales; 170 de la Ley 100 de 1993 y 11 de la Ley 489 de 1989.

c) Concepto de la violación. 

Para sustentar las acusaciones señaladas el actor explicó que de acuerdo con el principio de legalidad las autoridades solo pueden hacer aquello para lo cual están autorizados por la Constitución y la ley. 
Cuestionó las normas demandadas porque la Superintendencia Nacional de Salud carece de competencia para proferirlas puesto que atribuyen a las empresas promotoras de salud que administran el régimen contributivo y subsidiado, así como a las entidades de medicina prepagada, funciones de regulación, organización, dirección, coordinación, vigilancia, control y establecimiento de políticas relacionadas con dicho servicio que le corresponden exclusivamente al Estado por mandato de los artículos 48 y 49 superior. 

Por esa razón las normas demandadas  habrían violado los señalados artículos de la Constitución Política, así como el artículo 189-22 ibídem que atribuye al Presidente de la República la función de inspección y vigilancia sobre la prestación de los servicios públicos; el artículo 170 de la Ley 100 de 1993 que delegó las funciones presidenciales de inspección, vigilancia y control sobre el servicio público de salud en el Ministerio de Salud, hoy de Protección Social, Superintendencia Nacional de Salud y jefes de las entidades territoriales; el artículo 68 de la Ley 715 de 2001 que impone a la Superintendencia anotada la tarea de vigilar que las IPS cumplan las normas técnicas, científicas, administrativas y financieras del sector salud; y el artículo 8 del Decreto 2309 de 2002 que asigna a esa Superintendencia la vigilancia, inspección y control dentro del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social. 

El actor afirmó, así mismo, que las normas demandadas violaron el artículo 211 superior, de acuerdo con el cual la delegación de funciones propias del Presidente de la República, como las de inspección, vigilancia y control, únicamente pueden delegarse en los Ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado, pero en ningún caso a las empresas promotoras de salud que administran el régimen contributivo y subsidiado, así como a las entidades de medicina prepagada.

Violaron igualmente el artículo 11 de la Ley 489 de 1998 que prohíbe delegar la expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley; las funciones, atribuciones y potestades recibidas por virtud de delegación, y las que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación; funciones indelegables entre las que se cuentan las relacionadas con  la vigilancia y control.
- Agregó que la facultad que las normas demandadas le otorgan a las EPS, ARS y empresas de medicina prepagada para verificar el cumplimiento por parte de las IPS de las condiciones de habilitación y la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud, el artículo 8 del Decreto 2309 de 2002 se la asignó al Ministerio de Salud, la Superintendencia Nacional de Salud y las entidades departamentales, distritales y municipales; y el artículo 24 ibídem atribuyó a las últimas entidades mencionadas la responsabilidad de verificar el cumplimiento de las condiciones exigidas a los prestadores de salud, relacionadas con la capacidad técnica administrativa y de suficiencia patrimonial y financiera. 

- Afirmó el demandante que las funciones de verificación de condiciones de habilitación que el numeral 2.19 le asigna a las entidades prestadoras de servicios de salud le corresponden a la Superintendencia Nacional de Salud, pues cuando ésta autoriza el funcionamiento de una IPS ha comprobado el cumplimiento de las condiciones legales, técnicas y administrativas exigidas para prestar el servicio (artículo 180 de la Ley 100 de 1993). 

El numeral mencionado viola el artículo 11 de la Ley 962 de 2005 que prohíbe exigir documentos o comprobantes que acrediten el cumplimiento de una actuación administrativa agotada cuando la actuación en curso suponga que la anterior fue regularmente concluida.
- La función de verificar que la institución prestadora tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, que el literal b) del numeral 2.19 de la Circular le otorga a las entidades que prestan servicios de salud, en realidad le corresponde a dicha Superintendencia en ejercicio de sus facultades de inspección, vigilancia y control y de regulación del servicio de salud.

- La función de verificar que las IPS se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben cancelar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto de supervisión, no se relaciona de manera directa con el sistema de garantía de calidad en atención en salud; y está atribuida a la Superintendencia por el artículo 5-28 del decreto 1259 de 1994.  

- La función de verificar mediante registro de Cámara de Comercio, que dentro del objeto social de las IPS se encuentre la prestación del servicio de salud y que en el caso de las empresas sociales del Estado sea el único, corresponde a la Superintendencia Nacional de Salud en razón a que el artículo 2 del decreto 1259 de 1994, en concordancia con el artículo 180 de la Ley 100 de 1993, establecen que dicha Superintendencia autorizará la constitución de las EPS cuando cumplan los requisitos allí previstos, entre los cuales se cuenta el relacionado con el objeto social.

- La instrucción de verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la SNS conforme a las Circulares Externas 11 y 12 de 2004, contenida en el literal e) del numeral 2.19 de la circular demandada,   corresponden a las funciones de inspección, vigilancia y control, conforme al artículo 203 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 5 del Decreto 1259 de 1994  
 Apoyó sus acusaciones en las sentencias C-921 de 2001 y  C-617 de 2002, así como en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicada con el No. 1177, de acuerdo con los cuales son inconstitucionales las normas que delegan en particulares las funciones de inspección, control y vigilancia (fs. 2 a 53).
Con fundamento en los mismos argumentos el actor solicitó la suspensión provisional del acto acusado (fs. 53 a 58).

II.  LA CONTESTACIÓN.
La Superintendencia Nacional de Salud contestó la demanda dentro de la oportunidad legal y se opuso a las pretensiones con los siguientes argumentos: 

Luego de señalar los principios constitucionales que rigen el servicio de seguridad social en salud y de describir el sistema de control de calidad previsto para dichos servicios en la Resolución 5231 de 1994 y en el Decreto 2309 de 2002, la entidad demandada manifestó que el artículo 7-6 del Decreto Ley 1259 de 1994 defiere en el Superintendente Nacional de Salud la función de “instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los procedimientos para su cabal aplicación”.   

Aseguró que la facultad de instrucción descrita debe ser cumplida por la Superintendencia mediante la expedición de actos administrativos de carácter general como el demandado.

Adujo que la circular demandada contiene “instrucciones y/o reglas generales de obligatoria observancia en materia de red de prestadores de servicios de salud y requerimientos de reporte de informaciones, es decir, frente a una de las funciones de inspección y vigilancia asignadas a esta Superintendencia”.    
Justificó el contenido de las instrucciones de la Circular demandada manifestando que los recursos del sistema general de seguridad social son públicos y que quienes los administran tienen un deber de cuidado sobre ellos, y que entre sus obligaciones se cuenta la de tener una red de prestadores que garantice la prestación del servicio mediante el cumplimiento de requisitos previstos, para asegurar su idoneidad, solvencia, seriedad, calidad y oportunidad. 

Agregó que las normas demandadas no modificaron las disposiciones superiores que le sirvieron de fundamento, sino que, por el contrario, constituyen su desarrollo. Para demostrarlo transcribió el artículo 7-6 del Decreto Ley 1259 de 1994 que facultó al Superintendente Nacional de Salud para ejercer las funciones de instrucción sobre las entidades vigiladas, y el artículo 8 del Decreto 2309 de 2002 que le confirió funciones de vigilancia, inspección y control del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención de Salud. Citó igualmente el artículo 30 ibídem, que prohíbe a las EPS, ARS, entidades adaptadas y empresas de medicina prepagada  prestar servicios a sus afiliados a través de prestadores de servicios que no cumplan con la totalidad de condiciones de habilitación que les sean exigibles y las faculta para efectuar visitas a efectos de constatar las condiciones de calidad  en que prestan el servicio dentro de los parámetros que defina el Ministerio de Salud, y de encontrarlos cumplidos deberá cesar la prestación del servicio a sus afiliados a través de ese prestador de servicios. 
Agregó que el Decreto 2309 de 2002 establecía el deber de los contratantes de servicios de salud de verificar que el prestador esté inscrito en el registro especial de servicios de salud y cumpla con las condiciones de habilitación.
La entidad demandada propuso excepciones de inexistencia de causal de nulidad de las normas demandadas y de ineptitud de la demanda por no señalar de manera clara los hechos y omisiones en que se funda, ni aportar prueba de ellos.   
III. ACTUACIÓN PROCESAL.
Mediante auto de 10 de agosto de 2006 se admitió la demanda y se denegó la solicitud de suspensión provisional de las normas demandadas (fs. 62 a 68); este auto se notificó por estado a las partes (f. 68) y personalmente al Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado (f. 69) y por aviso al Superintendente Nacional de Salud (f. 73). El proceso se fijó en lista por el término de ley (fs. 75 y 184); se abrió a pruebas por auto de 30 de julio de 2007 (f. 192) y por auto de 29 de julio de 2008 se dio en traslado a las partes y al Ministerio Público para que presentaran alegatos (f. 194). 

IV. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN.
En la oportunidad legal la parte demandante presentó alegatos en los que reiteró, en lo sustancial, los hechos y razones en que fundó la demanda (fs. 199 a 205).  

La Superintendencia demandada, por su parte, presentó alegatos reiterando los hechos y razones en que apoyó la contestación de la demanda y agregó que tanto las normas en que se fundó la Circular acusada como ésta misma fueron objeto de modificaciones y derogaciones, pero cuando la Circular se expidió se ajustó a las normas superiores a las que estaba sujeta (fs. 195 a 198).
V. CONCEPTO DEL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO.
El Procurador Primero Delegado ante el Consejo de Estado solicitó se denieguen las súplicas de la demanda.

Explicó que la Circular constituye un acto administrativo susceptible de control judicial de legalidad porque mediante su expedición la Superintendencia Nacional de Salud impartió instrucciones y fijó reglas obligatorias en materia de red de prestadores de servicios de salud y requerimiento de reportes de información. 

Manifestó que de acuerdo con los artículos 48 y 49 superiores la seguridad social en general y la salud en particular constituyen servicios públicos sujetos a la regulación, control y vigilancia del Estado y que de acuerdo con los artículos 150 (numerales 8 y 23) 189-22 y 365 ibídem, así como del artículo 1º del Decreto 1259 de 1994 compete al Presidente de la República por intermedio de la Superintendencia Nacional de Salud, ejercer la inspección y vigilancia sobre dichos servicios.   
Advirtió que la competencia de la Superintendencia para proferir las instrucciones demandadas están previstas en el artículo 4º del Decreto 1259 de 1994 que le confiere funciones de inspección, vigilancia y control, y en el artículo 7 ibídem que le atribuye la función de instrucción sobre las entidades vigiladas para el cumplimiento de las funciones que regulan su actividad (fs. 208 a 220).
VI. CONSIDERACIONES
6.1. Los actos demandados 
El actor pretende se declare la nulidad de los apartes de la Circular Externa No. 000018 de 7 de julio 2005, proferida por la Superintendencia Nacional de Salud que se transcribe en seguida:   
“CIRCULAR EXTERNA 000018 DE 2005

(Julio 7)

Para: REPRESENTANTES LEGALES Y MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS DE ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD QUE ADMINISTREN EL REGIMEN CONTRIBUTIVO O SUBSIDIADO, CUALQUIERA SEA SU NATURALEZA, E INSTITUCIONES PRESTADORAS DE SALUD, REPRESENTANTES LEGALES Y PERSONAS ENCARGADAS DE LOS SERVICIOS DE SALUD EN LOS DEPARTAMENTOS Y MUNICIPIOS DESCENTRALIZADOS

De: SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD

Asunto:  

COMPETENCIA
La Superintendencia Nacional de Salud en ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia y control, especialmente las relacionadas con la facultad de impartir instrucciones y de fijar los criterios y señalar los procedimientos, establece a través de la presente Circular, las reglas aplicables a la conformación y organización de la red de prestadores de servicios de salud y al reporte de la información sobre las instituciones con las cuales se brinda la prestación de los servicios de salud.

El Decreto 1259 de 1994, le otorga a la Superintendencia Nacional de Salud, la facultad de "Velar por el cumplimiento de las normas relacionadas con el control de gestión de las entidades de seguridad y previsión social", (Numeral 3 del artículo 5º), así como, la de "Instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los procedimientos para su cabal aplicación" (Numeral 6 del artículo 7º del mismo Decreto), y el artículo 227 de la Ley 100 de 1993, le otorga la responsabilidad de ejercer las funciones de inspección, vigilancia y control sobre el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la atención de salud del Sistema General de Seguridad Social, definido en el artículo 8° del Decreto 2309 del 2002.

(…) 2.1 Para efectos de organizar la prestación de servicios de salud, las entidades administradoras, deben verificar el cumplimiento por parte de las IPS de las condiciones de habilitación y la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud del Ministerio de la Protección Social y las Entidades Departamentales y Distritales de Salud de conformidad con lo establecido en los artículos 13, 16 y 30 del Decreto 2309 de 2002 y el artículo 8° de la Resolución 486 del 2003.

(…) 2.19 La selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

▪ Verificar el cumplimiento de la habilitación de los servicios de salud que se vayan a contratar con las instituciones, mediante la declaración de habilitación de los servicios presentada ante la Dirección Territorial de Salud correspondiente.

▪ Verificar que la institución prestadora de servicios de salud, tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la presentación de la copia del acta de posesión del revisor fiscal expedida por la Secretaría General de la Superintendencia Nacional de Salud.

▪ Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto del desarrollo de las funciones de supervisión, mediante la presentación de la copia de la Resolución de liquidación de la tasa y del último recibo de consignación.

▪ Verificar que dentro del objeto social de las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentre la Prestación de Servicios de Salud, y en el caso de las Empresas Sociales del Estado, este debe ser único, aspecto que se comprobará mediante la solicitud del registro ante Cámara y Comercio.

▪ Verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la Superintendencia Nacional de Salud en la Circular Externa 11 del 2004 las IPS de naturaleza privada y la Circular 12 de 2004 las IPS de naturaleza pública; a través del registro de envío publicado en la pagina Web de esta Superintendencia.

(…) Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, garanticen el acceso a la atención en salud para lo cual la consulta médica general no debe ser menor de veinte (20) minutos, así mismo, la atención en salud no puede ser condicionada al pago de los servicios, conforme la normatividad vigente. (…) 

6.2. La entidad demandada adujo que no existía causal de nulidad de las normas demandadas y propuso esa circunstancia como excepción cuando en realidad no puede considerarse como tal porque no constituye un hecho nuevo que pueda enervar las pretensiones de la demanda. No obstante, la Sala estudiará el argumento descrito al examinar el fondo de la litis. 

También se afirmó en la contestación que la demanda es inepta porque el actor no señaló de manera clara los hechos y omisiones en que se funda la demanda, ni aportó prueba alguna de ellos. 
Advierte la sala que el actor si expuso los hechos y razones en que apoya las pretensiones y que, aún si la demanda adoleciera de deficiencias técnicas en su exposición, se trataría de una circunstancia que a lo sumo atentaría contra sus posibilidades de éxito pero no configura ineptitud alguna por falta de requisitos.
6.3. Existencia de cosa juzgada respecto de algunos apartes del numeral 2.19 de la Circular en estudio.

El artículo 175 del C. C. A., establece que la sentencia que niegue una solicitud de nulidad producirá cosa juzgada erga omnes, pero sólo en relación con la causa petendi juzgada. 

En la demanda que dio origen a este proceso se solicitó la nulidad de algunos apartes del numeral 2.19 del acto acusado, cuya nulidad fue igualmente impetrada en el proceso radicado con el número 11001-03-24-000-2005-00284-01, decidido  por esta Sección mediante sentencia de 4 de junio de 2009, C. P. MARTHA SOFIA SANZ TOBON que denegó las pretensiones. 
Las normas cuya nulidad se impetró en uno y otro proceso son las siguientes: 
“(…) 2.19 La selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

(…)▪ Verificar que la institución prestadora de servicios de salud, tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la presentación de la copia del acta de posesión del revisor fiscal expedida por la Secretaría General de la Superintendencia Nacional de Salud.

▪ Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto del desarrollo de las funciones de supervisión, mediante la presentación de la copia de la Resolución de liquidación de la tasa y del último recibo de consignación.

(…)▪ Verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la Superintendencia Nacional de Salud en la Circular Externa 11 del 2004 las IPS de naturaleza privada y la Circular 12 de 2004 las IPS de naturaleza pública; a través del registro de envío publicado en la página Web de esta Superintendencia.

Para determinar la procedencia de la declaración de cosa juzgada respecto de las normas transcritas establecerá la Sala si la causa petendi de las demanda que dio origen al proceso decidido es la misma que la expresada en la demanda que dio origen a este proceso. 

6.3.1. La causa petendi de la demanda que dio origen al proceso 2005-00284-01 se formuló en los siguientes términos: 
“…La parte actora considera que la norma acusada viola los artículos 84 de la Constitución Política; 8º del Decreto 2309 de 2002; y 7º numeral 6 del Decreto 1259 de 1994 y para el efecto  sostiene que el Sistema de Garantía de Calidad se encuentra reglamentado por el Decreto 2309 del 2002 y las Resoluciones 1439, 2002, 486 y 1891 del 2003, sobre habilitación de Instituciones Prestadoras de Salud.
En primer lugar, se pregunta si la Superintendencia Nacional de Salud tiene facultad para crear, por la vía de una circular de servicio, obligaciones adicionales a las establecidas por normas que conforman el Sistema de Garantía de Calidad frente al tema de la contratación de la red de prestadores de servicios de salud por parte de las entidades obligadas a compensar.

Después de transcribir el artículo 8º del Decreto 2309 de 2002, afirma que la competencia para reglamentar las normas de calidad se encuentra en cabeza del Ministerio de la Protección Social (antes Ministerio de Salud) y que, por tanto, la Superintendencia Nacional de Salud no tiene facultad para desarrollar tales  normas de calidad, como lo hace mediante la norma acusada, al crear requisitos adicionales para que las entidades obligadas a compensar puedan contratar con las Instituciones Prestadoras de Salud, cuales son, verificar si las IPS con las que van a contratar tienen posesionado el revisor fiscal, si están a paz y salvo en materia de la tasa de la Superintendencia Nacional de Salud y si cumplieron con el envío a ésta de la información de que tratan las Circulares Externas 11 y 12 del 2004 para las IPS de naturaleza privada y para las IPS de naturaleza pública, respectivamente.

A su juicio, las Empresas Prestadoras de Salud no tienen por  qué verificar si las Instituciones Prestadoras de Salud cumplieron sus obligaciones para con la Superintendencia Nacional de Salud, pues ello es del resorte de este ente de control quien, en tal caso,  debe proceder a abrir investigación. 

Se refiere a que si bien es cierto que la Superintendencia Nacional de Salud conforme al artículo 7º, numeral 6 del Decreto 1259 de 1994 puede instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los procedimientos para su cabal aplicación, también lo es que en uso de dichas facultades no puede reglamentar normas que van más allá de lo dispuesto en la ley y los decretos respecto de las obligaciones de las entidades obligadas a compensar, lo que, reitera, es de competencia del Ministerio de la Protección Social.

Señala que el Decreto 2309 de 2002 es de mayor jerarquía que la Circular parcialmente acusada y que en su artículo 8º se establece que corresponde a la Superintendencia Nacional de Salud ejercer las funciones de vigilancia, inspección y control dentro del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud y aplicar las sanciones de su competencia.

Anota que si las entidades obligadas a compensar (Empresas Prestadoras de Salud, Administradoras del Régimen Subsidiado, etc.) verifican que las Instituciones Prestadoras de Salud no tienen posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, que no se encuentran a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a dicho ente y que no están al día con el reporte de información que deben enviar al ente de control para la prestación de servicios a la población afiliada,  no pueden entonces contratar con tales IPS.

Pone de presente que la Circular cuyos apartes se demandan establece que el incumplimiento de las instrucciones impartidas y las inconsistencias en la información reportada dará lugar a aplicar a las Empresas Prestadoras de Salud  las sanciones correspondientes por parte de la Superintendencia Nacional de Salud previstas en los artículos 25, numerales 23 y 24 del Decreto 1259 de 1994 y 68 de la Ley 715 de 2001, luego  es claro que si una Empresa Prestadora de Salud contrata con una Institución Prestadora de Salud que no dio cumplimiento a alguno de los requisitos demandados será entonces objeto de sanción. 

Menciona que es a la Superintendencia Nacional de Salud y no a las entidades obligadas a compensar a quien corresponde verificar el cumplimiento de los requisitos demandados, pese a lo cual dicho ente lo delegó en tales entidades y, por tanto, debe ser declarado nulo el numeral 2.19 de la Circular Externa 18 de 2005, pues fue expedido sin competencia, con violación de las normas en que debería fundarse y con desviación de las atribuciones propias del funcionario que lo profirió.

Por último, afirma que el aparte acusado viola el artículo 84 de la Constitución Política, según el cual cuando un derecho o actividad hayan sido reglamentados de manera general las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio.

Las razones por las cuales se denegaron las pretensiones anulatorias en la sentencia que puso fin al proceso comentado fueron las siguientes: 
“Examinada la anterior disposición, la Sala precisa que contiene  una verdadera decisión de la Superintendencia Nacional de Salud que vincula a las personas a quienes va dirigida, en cuanto deben acatarla, so pena de ser sancionadas, es decir, que su inobservancia produce un determinado efecto jurídico. 

La anterior precisión la efectúa esta Corporación, por cuanto como lo ha reiterado en diversos pronunciamientos “…las circulares de servicio pueden ser acusadas ante la jurisdicción, sólo en cuanto sean actos administrativos, esto es, ‘conductas y abstenciones capaces de producir efectos jurídicos y en cuya realización influyen de modo directo o inmediato la voluntad  o la inteligencia’,…”, a diferencia de “…otro tipo de actos…cuyo alcance es el de instruir, orientar o coordinar a la administración, pero, jamás tienen la virtualidad de obligar, ejemplo los conceptos de los asesores jurídicos; los certificados de tiempo de servicio. Puede ocurrir, que por extralimitación de funciones, o por error de técnica administrativa, a través de un acto de servicio, trátese de una circular o de una carta de instrucción, se expidan decisiones, que son verdaderos Actos Administrativos, evento en el cual, sin duda alguna pueden ser demandables por vicios en su formación, ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo”. 

La censura del actor, en esencia, es la falta de competencia de la Superintendencia Nacional de Salud para adoptar decisiones como la acusada pues, a su juicio, ello es del resorte del Ministerio de Salud (hoy de la Protección Social) y fundamenta su apreciación en las siguientes normas que considera violadas:

Decreto 2309 de 2002:

“Artículo  8°. Responsabilidades del Ministerio de Salud, la Superintendencia Nacional de Salud y las entidades departamentales, distritales y municipales de salud en el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud. El Ministerio de Salud desarrollará las normas de calidad, expedirá la reglamentación necesaria para la aplicación del presente decreto, velará por su permanente actualización y por su aplicación para el beneficio de los usuarios, y prestará asistencia técnica a los integrantes del sistema con el propósito de orientarlos en el cumplimiento de sus responsabilidades.

“La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá las funciones de vigilancia, inspección y control dentro del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud y aplicará las sanciones de su competencia.

“…” Decreto  1259 de 1994:

“Artículo 7º. Funciones del Superintendente Nacional de Salud. Al Superintendente Nacional de Salud le corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

(…) 6. Instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los procedimientos para su cabal aplicación”. 

Sobre el particular,  la Sala considera que no le asiste razón al demandante, pues tal como lo expuso el representante del Ministerio Público ante esta Corporación, en este caso no se está reglamentando norma alguna referente a la garantía de calidad de atención de salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, competencia que, sin lugar a dudas, corresponde al Ministerio de la Protección Social (antes de Salud), ya que lo que hizo la Superintendencia Nacional de Salud fue ejercer la facultad expresamente a ella otorgada por el artículo 7º, numeral 6 del Decreto 1259 de 1994, antes trascrito, razón por la cual instruyó a las entidades obligadas a compensar sobre la obligación de verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud hayan posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud (artículos 228 y 232 de la Ley 100 de 1993), que hayan pagado la tasa correspondiente a dicha entidad por la función de supervisión desarrollada (artículo 98 de la Ley 488 de 1998) y que le hayan enviado el reporte de información a que aluden las Circulares Externas 11 y 12 del 2004 de la Superintendencia Nacional de Salud.

Ahora bien, en manera alguna se trata, como lo afirma el actor, de una delegación de funciones por parte del ente de control en las Empresas  Prestadoras de Salud o Administradoras del Régimen Subsidiado, pues es la Superintendencia Nacional de Salud ante quien se debe posesionar el revisor fiscal de la Institución Prestadora de Salud, a quien se le debe pagar la tasa y a quien se le debe enviar el reporte de información; lo que ocurre es que la respectiva Empresa Prestadora de Salud o Administradora de Régimen Subsidiado que va a contratar con una Institución Prestadora de  Salud debe verificar los anteriores requisitos, pues de lo que se trata es de evitar que se contrate la prestación de servicios de salud con Instituciones Prestadoras de Salud que se encuentran al margen de la ley, las cuales escogen de manera voluntaria las Empresas Prestadoras de Salud y las Administradoras de Régimen Subsidiado, es decir, sin intervención de la Superintendencia Nacional de Salud y, de ahí, que la instrucción a ellas dada en tal sentido encuentre respaldo en el artículo 7º, numeral 6 del Decreto 1259 de 1994.

De otra parte, le asiste razón al actor cuando afirma que si una Empresa Prestadora de Salud o una Administradora del Régimen Subsidiado  contrata con una Institución Prestadora de Salud que no reúna alguno de los requisitos cuya nulidad se depreca deberá ser sancionada por parte de la Superintendencia Nacional de Salud, pues tal incumplimiento desconocería las características del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuales son, de conformidad con el artículo 6º del Decreto 2309 del 2002, accesibilidad, oportunidad, seguridad, pertinencia y continuidad, si se tiene en cuenta que sólo en la medida en que las Instituciones Prestadoras del Servicio de  Salud cumplan con todas y cada una de sus obligaciones, dicho servicio podrá ser prestado de manera eficiente.

Por último, no encuentra tampoco la Sala la posible violación del artículo 84 de la Constitución política, dado que la disposición acusada no está exigiendo requisito adicional alguno para que las Empresas  Prestadoras de Salud o Aseguradoras del Régimen Subsidiado puedan ejercer su actividad; simplemente, les exige que verifiquen que las Instituciones Prestadoras de Salud con las cuales van a  contratar cumplieron con sus obligaciones, esto es, posesionar el revisor fiscal, pagar la tasa y enviar el reporte de información, obligaciones que, se reitera,  fueron previamente definidas en los artículos 228 y 232 de la Ley 100 de 1993, 98 de la Ley 488 de 1998 y en las Circulares Externas 11  y 12 del 2004 de la Superintendencia Nacional de Salud.

No desvirtuó pues, el actor, la presunción de legalidad de la norma acusada y, en consecuencia, se denegarán las pretensiones de la demanda.
6.3.2. La demanda que dio origen a este proceso cuestiona las normas demandadas porque la Superintendencia Nacional de Salud carece de competencia para proferirlas puesto que dichas normas atribuyen a las empresas promotoras de salud que administran el régimen contributivo y subsidiado, así como a las entidades de medicina prepagada, funciones de regulación, organización, dirección, coordinación, vigilancia, control y establecimiento de políticas relacionadas con dicho servicio que le corresponden exclusivamente al Estado por mandato de los artículos 48 y 49 superior. 

Por esa razón las normas demandadas  habrían violado los artículos señalados de la Constitución Política, así como el artículo 189-22 ibídem que atribuye al Presidente de la República la inspección y vigilancia sobre la prestación de los servicios públicos; el artículo 170 de la Ley 100 de 1993 que delegó las funciones presidenciales de inspección, vigilancia y control sobre el servicio público de salud en el Ministerio de Salud, hoy de Protección Social, Superintendencia Nacional de Salud y jefes de las entidades territoriales; el artículo 68 de la Ley 715 de 2001 que impone a la Superintendencia anotada la tarea de vigilar que las IPS cumplan las normas técnicas, científicas, administrativas y financieras del sector salud; y el artículo 8 del Decreto 2309 de 2002 que asigna a esa Superintendencia la vigilancia, inspección y control dentro del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social. 

El actor afirmó, así mismo, que las normas demandadas violaron el artículo 211 superior, de acuerdo con el cual las funciones propias del Presidente de la República, tales como las de inspección, vigilancia y control, únicamente pueden delegarse en los Ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado, pero en ningún caso en las empresas promotoras de salud que administran el régimen contributivo y subsidiado, así como en entidades de medicina pre pagada.
Violaron igualmente el artículo 11 de la Ley 489 de 1998 que prohíbe delegar la expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley, las funciones, atribuciones y potestades recibidas por virtud de delegación, y las que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son susceptibles de delegación; funciones indelegables entre las que se cuentan las relacionadas con  la vigilancia y control.
Como se advierte, las acusaciones formuladas en este proceso son, en lo sustancial, las mismas que la el actor del proceso 2005-00284-01 formuló contra los actos demandados. 

En efecto, una y otra demanda formularon acusaciones de falta de competencia de la Superintendencia Nacional de Salud para atribuirle funciones de regulación, inspección, vigilancia y control a las empresas promotoras de salud que administran el régimen contributivo y subsidiado y a las entidades de medicina prepagada; de violación de las normas constitucionales y legales distribuyen funciones de inspección vigilancia y control entre el Presidente de la República, la Superintendencia demandada, el Ministerio de Salud (hoy de la Protección Social) y los jefes de las entidades territoriales, particularmente en lo que concierne al cumplimiento de las obligaciones de las IPS en el Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención de Salud; y violación del régimen constitucional y legal de delegación de funciones. 
Como la causa petendi de la demanda de nulidad contra las normas de que trata este cargo es la misma de la demanda que dio origen el número 11001-03-24-000-2005-00284-01, decidido  por esta Sección mediante sentencia de 4 de junio de 2009, la Sala habrá de declarar la existencia de cosa juzgada respecto de los apartes del numeral 2.19 de la Circular demandada, según los cuales la selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

(…)▪ Verificar que la institución prestadora de servicios de salud, tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la presentación de la copia del acta de posesión del revisor fiscal expedida por la Secretaría General de la Superintendencia Nacional de Salud.

▪ Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto del desarrollo de las funciones de supervisión, mediante la presentación de la copia de la Resolución de liquidación de la tasa y del último recibo de consignación.

(…)▪ Verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la Superintendencia Nacional de Salud en la Circular Externa 11 del 2004 las IPS de naturaleza privada y la Circular 12 de 2004 las IPS de naturaleza pública; a través del registro de envío publicado en la página Web de esta Superintendencia.

6.4. Otros cargos. 

El demandante cuestionó la legalidad del numeral 2.1., de la Circular demandada cuyo texto es el siguiente: 

(…) 2.1 Para efectos de organizar la prestación de servicios de salud, las entidades administradoras, deben verificar el cumplimiento por parte de las IPS de las condiciones de habilitación y la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud del Ministerio de la Protección Social y las Entidades Departamentales y Distritales de Salud de conformidad con lo establecido en los artículos 13, 16 y 30 del Decreto 2309 de 2002 y el artículo 8° de la Resolución 486 del 2003.

También demandó la nulidad de los siguientes incisos del numeral 2.19: 
(…) 2.19 La selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

▪ Verificar el cumplimiento de la habilitación de los servicios de salud que se vayan a contratar con las instituciones, mediante la declaración de habilitación de los servicios presentada ante la Dirección Territorial de Salud correspondiente.

(…) ▪ Verificar que dentro del objeto social de las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentre la Prestación de Servicios de Salud, y en el caso de las Empresas Sociales del Estado, este debe ser único, aspecto que se comprobará mediante la solicitud del registro ante Cámara y Comercio.

(…) Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, garanticen el acceso a la atención en salud para lo cual la consulta médica general no debe ser menor de veinte (20) minutos, así mismo, la atención en salud no puede ser condicionada al pago de los servicios, conforme la normatividad vigente. (…) 

Estas acusaciones deben estudiarse conjuntamente; primero, porque recaen sobre normas que facultan a las administradoras del sistema de seguridad social en salud para que verifiquen el cumplimiento por parte de las IPS de las condiciones de habilitación y la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. 

Segundo, porque se fundan en argumentos comunes, tales como que a) las normas cuestionadas generan obligaciones a cargo de las administradoras del sistema de seguridad social en salud que en realidad corresponden a funciones de inspección, vigilancia y control propias del Presidente de la República ,el Superintendente Nacional de Salud, el Ministro de Salud (hoy de Protección Social), y algunas autoridades del nivel territorial, de acuerdo con la distribución de esas funciones prevista en los artículos 48, 49, 189-22 ibídem; 170 de la Ley 100 de 1993, 68 de la Ley 715 de 2001 y 8 del Decreto 2309 de 2002; b) Las normas demandadas delegan funciones a favor de entidades privadas que administran la seguridad social en salud y por eso violan artículo 211 superior por virtud del cual, funciones de inspección y vigilancia a cargo del Presidente de la República únicamente pueden delegarse en los Ministros, directores de departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado; y viola el artículo 11 de la Ley 489 de 1998 que prohíbe delegar esa clase de funciones. 
6.4.1. Las acusaciones descritas  son las mismas que se formularon contra las normas decididas en los acápites anteriores y resultan desvirtuadas por los mismos argumentos utilizados para negarles prosperidad.
En efecto, los cargos de falta de competencia de la Superintendencia Nacional de Salud para delegar funciones de inspección y vigilancia en las entidades administradoras del sistema de seguridad social en salud, referidas al sistema de garantía de calidad de atención de salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, no prosperan porque mediante las normas demandadas no se ejercieron funciones de inspección y vigilancia para el cumplimiento del sistema de garantía. Lo que se desarrolló fue la facultad otorgada a dicha Superintendencia por el artículo 7º, numeral 6 del Decreto 1259 de 1994, de acuerdo con el cual le corresponde “(…) Instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los procedimientos para su cabal aplicación”. 
Tampoco efectuaron las normas demandadas delegación alguna de funciones propias del ente de control en las Empresas  Prestadoras de Salud o Administradoras del Régimen Subsidiado, pues, tal como señaló el fallo comentado “lo que ocurre es que la respectiva Empresa Prestadora de Salud o Administradora de Régimen Subsidiado que va a contratar con una Institución Prestadora de  Salud debe verificar los anteriores requisitos, pues de lo que se trata es de evitar que se contrate la prestación de servicios de salud con Instituciones Prestadoras de Salud que se encuentran al margen de la ley, las cuales escogen de manera voluntaria las Empresas Prestadoras de Salud y las Administradoras de Régimen Subsidiado, es decir, sin intervención de la Superintendencia Nacional de Salud y, de ahí, que la instrucción a ellas dada en tal sentido encuentre respaldo en el artículo 7º, numeral 6 del Decreto 1259 de 1994.
Y tal como señaló el fallo citado, no se encuentra tampoco violación del artículo 84 de la Constitución política, “dado que la disposición acusada no está exigiendo requisito adicional alguno para que las Empresas  Prestadoras de Salud o Aseguradoras del Régimen Subsidiado puedan ejercer su actividad; simplemente, les exige que verifiquen que las Instituciones Prestadoras de Salud con las cuales van a  contratar cumplieron con sus obligaciones…”
En resumen, la obligación de las EPS, ARS y empresas de medicina prepagada de contratar una red de prestadores de servicios que cumplan con las exigencias previstas en la ley para su habilitación e inscripción en el registro correspondiente y la verificación de esas exigencias no constituye en absoluto una delegación de funciones de inspección, vigilancia y control. 
Las obligaciones comentadas de las entidades contratantes tienen fundamento en el Decreto 2309 de 2002 a que se refiere la demanda, el cual define el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
 cuyos artículos 13, 16 y 30 son del siguiente tenor: 

“Artículo 13. Registro especial de prestadores de servicios de salud. Es la base de datos del Ministerio de Salud y las entidades departamentales y distritales de salud, en el cual se efectúa el registro de los prestadores de servicios de salud y los definidos como tales que se encuentran habilitados.

De conformidad con lo señalado por el artículo 56 de la Ley 715 de 2001, las entidades departamentales y distritales de salud realizarán el proceso de inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

(...) Artículo 16. Inscripción en el Registro Especial de prestadores de servicios de salud. Es el procedimiento mediante el cual el Prestador de Servicios de Salud o el definido como tal, luego de efectuar la autoevaluación y habiendo constatado el cumplimiento de las condiciones para la habilitación, radica el Formulario de Inscripción de que trata el artículo 14 del presente decreto y los soportes que para el efecto establezca el Ministerio de Salud, ante la entidad departamental o distrital de salud correspondiente, para efectos de su incorporación en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

La entidad departamental o distrital de salud efectuará el trámite de inscripción de manera inmediata, previa revisión del diligenciamiento del Formulario de Inscripción. La revisión detallada de los soportes entregados será posterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 del presente decreto.

A partir de la radicación de la inscripción en la entidad departamental o distrital de salud, el prestador de servicios de salud o el definido como tal se considera habilitado para ofrecer y prestar los servicios declarados.

Parágrafo 1°. Cuando un prestador de servicios de salud o el definido como tal preste sus servicios a través de dos o más sedes, deberá diligenciar un sólo Formulario de Inscripción, en el que se determinen las condiciones de capacidad tecnológica y científica de cada uno de los establecimientos existentes. El Formulario de Inscripción se presentará en cada una de las jurisdicciones departamentales o distritales de salud en las cuales presta los servicios.

Parágrafo 2°. El prestador de servicios de salud o el definido como tal deberá declarar en el formulario de inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud los servicios que se presten en forma permanente. La inobservancia de esta disposición se considera equivalente a la prestación de servicios no declarados en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud y, dará lugar a la aplicación de las sanciones establecidas en el artículo 577 de la Ley 9ª de 1979, el artículo 49 de la Ley 10 de 1990 y el artículo 5° del Decreto 1259 de 1994.

Para el caso de los servicios prestados en forma esporádica, el Prestador de Servicios de Salud o el definido como tal deberá informar de esta situación a la entidad departamental o distrital de salud correspondiente, la cual realizará visitas con el fin de verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas para dichos servicios, ordenando su suspensión si los mismos no cumplen con los estándares establecidos, de conformidad con el artículo 576 de la Ley 9ª de 1979. 

(…) Artículo 30. Responsabilidades de las entidades promotoras de salud, las administradoras del régimen subsidiado, las entidades adaptadas y las empresas de medicina prepagada. Las entidades promotoras de salud, las administradoras del régimen subsidiado, las entidades adaptadas y las empresas de medicina prepagada no podrán prestar servicios a sus afiliados a través de Prestadores de Servicios de Salud u otros definidos como tales que no cumplan con la totalidad de las condiciones de habilitación que les sean exigibles. 

Parágrafo. Las entidades promotoras de salud, las administradoras del régimen subsidiado, las entidades adaptadas y las empresas de medicina prepagada podrán realizar visitas de seguimiento a los prestadores de servicios de salud y los definidos como tales que integran su red de servicios, para verificar el cumplimiento de las condiciones de habilitación de los Prestadores de Servicios de Salud y los definidos como tales y para constatar las condiciones de calidad en las cuales se están prestando los servicios dentro de los parámetros que defina el Ministerio de Salud.

En caso de encontrar que no se está cumpliendo con una o más de dichas condiciones, la entidad promotora de salud, la administradora del régimen subsidiado, la entidad adaptada o la empresa de medicina prepagada deberá poner este hecho en conocimiento de la entidad departamental o distrital de salud competente y deberá cesar la prestación de servicios a sus afiliados a través de este Prestador de Servicios de Salud u otro definido como tal, de acuerdo con lo establecido en el numeral 6 del artículo 178 de la Ley 100 de 1993 y en concordancia con el literal b) del artículo 576 de la Ley 9ª de 1979.

La Resolución 486 de 2003, Por la cual se modifica parcialmente la Resolución 001439 del 1º de Noviembre de 2002,
 señala por su parte: 
ARTÍCULO 8. Para efectos de contratar la prestación de los servicios de salud en los términos establecidos en el artículo 30 del decreto 2309 de 2002, las entidades promotoras de salud, las administradoras de régimen subsidiado, las entidades adaptadas las empresas de medicina prepagada, las entidades territoriales y demás pagadores del sistema, verificarán el cumplimiento de la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud, mediante la consulta de la información provista para el efecto por las direcciones departamentales y distritales de salud.

Si durante el desarrollo contractual las entidades promotoras de salud, las  administradoras de régimen subsidiado, las entidades adaptadas, las empresas de medicina prepagada, las entidades territoriales y otros pagadores del sistema, perciben o conocen hechos que denoten un posible incumplimiento de las condiciones de habilitación, por parte de un prestador de servicios de salud, deberá ponerlos en conocimiento de la dirección departamental y distrital de salud y demás instancias de control competentes, la cual deberá  pronunciarse dentro de los 60 días calendario sobre el cumplimiento de los requisitos. En caso de que este pronunciamiento sea negativo, deberá cesar la prestación de servicio a través de este prestador de servicios.

La lectura de las normas transcritas refuerzan la conclusión de que las disposiciones acusadas en realidad no delegaron funciones propias de las autoridades encargadas de la inspección, vigilancia y control sobre los servicios del sistema de seguridad social en salud, sino que impartieron instrucciones para el cumplimiento de obligaciones legales y reglamentarias a cargo de las empresas promotoras de salud del régimen contributivo y subsidiado, así como de empresas de medicina prepagada que perseguían asegurar la conformación de redes de prestadores de servicios que operaran legamente y garantizaran servicios de calidad.
Como la delegación de esas funciones era el presupuesto para el éxito de las acusaciones y esa delegación no se configuró, entonces no prosperan los cargos. 
6.5. El demandante afirmó que las normas demandadas exigen que las IPS aporten comprobantes o documentos relacionados con su habilitación e inscripción el registro oficial correspondiente pese a que los aportaron en las actuaciones previas ante la administración que están regularmente concluidas, exigencias que violan el artículo 11 de la Ley 962 de 2005, por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos., cuyo texto es el siguiente: 

Artículo 11. Prohibición de exigencia de requisitos previamente acreditados. Modifíquese el artículo 14 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

"Artículo 14. En relación con las actuaciones que deban efectuarse ante la Administración Pública, prohíbese la exigencia de todo comprobante o documento que acredite el cumplimiento de una actuación administrativa agotada, cuando una en curso suponga que la anterior fue regularmente concluida.
Igualmente no se podrá solicitar documentación de actos administrativos proferidos por la misma autoridad ante la cual se está tramitando la respectiva actuación.

Las autoridades administrativas de todo orden no podrán revivir trámites o requisitos eliminados o modificados por el legislador o el Gobierno Nacional".

Este cargo no prospera porque la celebración de contratos de prestación de servicios de salud entre EPS, ARS y empresas de medicina prepagada por una parte, y por otra instituciones prestadoras de servicios de salud, no supone que éstas últimas estén cumpliendo con los requisitos exigidos por la ley para su habilitación e inscripción en el registro oficial de IPS a cargo del Estado, pues materialmente es posible que no los hayan cumplido o los hayan dejado de cumplir. 
Además, la norma transcrita no se aplica al ejercicio de funciones que, por su naturaleza, entrañan la necesidad de revisar el cumplimiento de requisitos para garantizar estándares de calidad, máxime si ellas se relacionan con la prestación de servicios de salud, como en este caso, pues sin dicha revisión  no sería posible garantizar el derecho constitucional a la salud ni la prestación de servicios de calidad por parte de las entidades encargadas de su aseguramiento.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

Primero: Se declara la existencia de cosa juzgada en relación con los siguientes apartes de la Circular No. 18 de 7 de julio de 2005, expedida por La Superintendencia Nacional de Salud, sobre instrucciones en materia de red de prestadores de servicios de salud y requerimientos de reporte de información.

 “(…) 2.19 La selección y conformación de la red de prestadores debe hacerse teniendo en cuenta que las instituciones deben cumplir con las obligaciones y responsabilidades definidas en la normatividad vigente, en especial teniendo en cuenta las siguientes instrucciones:

(…)▪ Verificar que la institución prestadora de servicios de salud, tenga posesionado el revisor fiscal ante la Superintendencia Nacional de Salud, mediante la presentación de la copia del acta de posesión del revisor fiscal expedida por la Secretaría General de la Superintendencia Nacional de Salud.

▪ Verificar que las Instituciones Prestadoras de Salud, se encuentren a paz y salvo con el pago de la tasa anual que deben pagar a la Superintendencia Nacional de Salud por concepto del desarrollo de las funciones de supervisión, mediante la presentación de la copia de la Resolución de liquidación de la tasa y del último recibo de consignación.

(…)▪ Verificar que la IPS esté al día con el reporte de información que debe enviar a la Superintendencia Nacional de Salud en la Circular Externa 11 del 2004 las IPS de naturaleza privada y la Circular 12 de 2004 las IPS de naturaleza pública; a través del registro de envío publicado en la página Web de esta Superintendencia.

La declaración de cosa juzgada se limita a los cargos de falta de competencia de la Superintendencia Nacional de Salud para proferir las instrucciones transcritas, de violación de las normas constitucionales y legales sobre distribución de competencias en materia de inspección, vigilancia y control de entidades que hacen parte del sistema de seguridad social en salud, así como de delegación de esas funciones.
En consecuencia, estése a lo resuelto en la sentencia de 4 de junio de 2009, C. P. MARTHA SOFIA SANZ TOBON que denegó las pretensiones, proferida por esta Sección en el proceso radicado con el número 11001-03-24-000-2005-00284-01. 
Segundo. Deniéganse las demás pretensiones.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ
Presidente

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO                MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Esta circular publicada en el Diario Oficial 45963 de julio 08 de 2005, y d� HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33461" \l "0" �erogada tácitamente por la Circular de la S.N.S. 047 de 2007�. 





� Esta circular publicada en el Diario Oficial 45963 de julio 08 de 2005, y d� HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=33461" \l "0" �erogada tácitamente por la Circular de la S.N.S. 047 de 2007�. 





� � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=19975" \l "57" �Derogado por el art. 57, Decreto Nacional 1011 de 2006� 





� La Resolución No. 001439 de 2002 modificada había adoptado los formularios de inscripción y de novedades para el registro especial de prestadores de servicios de salud, los manuales de estándares y de procedimientos, y se establecen las condiciones de suficiencia patrimonial y financiera del sistema único de habilitación de prestadores de servicios de salud y los definidos como tales.








